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I'I. ANTECEDINTES Y HECHOS 'DENUNCÍA'DOS

Como ezpuso en la d.enuncia la Presidencia de la Defensoría del Consumidor, en ejercicio de lo

dispuesto en el artículo 58 letra fe de la Ley de Protección al Consumidor—LPC—, el 14/09/2022 se

practicó inspección en el establecimiento denoniinado "Padrino 's Fizza", ubicado en

,  municipio y departamento de San

Salvador, propiedad del proveedor Héctor Mauricio Cruz Pérez

Como resultado de la diligencia realizada se levantó el acta correspondiente —f. 3 — en relación

a la promoción, comercial que se leía: '^%unch Ejecutipo Miércoles Pizzü con salsa BSQ $6.50, Pizza

Jamón $5.5&i ambas imlayen Pepsi en lata la cuál íiie publicada en el perfil del establecimiento

comércial en la red social Instagram. En dicha promoción, se observó que no se detenninó la vigencia

de la misma, en la referida acta de inspecció-o se consignó que dicha información se comunicaba

verbaimente a los consumidores y no por ios medios idóneos exigidos por la ley.

Así, la Presidencia aseveró que, en el caso que hoy se analiza, se constató que la vigencia de ia

promoción no se encontraba en. la publicidad utilizada para dar a ccmocer la ,mism.a en los medios

exigidos por ley, como anuncios publicitarios o a través de anuncios fijados en el o los establecimientos

o etiquetas adheridas a ios bienes, tiii razón de las circunstancias anteriores, asegmró que el denunciado ̂

vulneró el derecho a la información de los consumidores, puesto que éstos no tenían acceso completo

y oportuno a elementos determinantes de la oferta.

m. INKKAfT ION ATRim ÍD.\ Y ELEMENTOS DF. LA IM'RAÍ < ION.

A. 1 al cornu con^la la rcxolución Je inicio ífs. 5 v 6), se aduj(> que existe una contravención a lo

dispuesto en e! artículo 4 letra c) de la LPC, el cual establece que es un derecho básico de los

cons.umidore.s recibir del proveedor la información completa, precisa, veraz, clara y oportuna que

determine las características de los productos y servicios a adquirir. Además, a la letra a) del artículo

16 de la LPC, al referirse a los requisitos de las promociones y ofertas, estipula que, entre otros

aspectos, debe tener la posibilidad de comprensión directa.
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También, se afirma una transgresión a lo regulado en el inciso primero del artículo 27 de la LPC,

en lo concemieníe al derecho de información: en general, las características de los bienes y servicios

pitestos a disposición de los consumidores, deberán proporcionarse con información en castellano, de

forma clara, veraz, completa y oportuna.

Además, en, cuanto a la infonnación de las promociones, el. artícuio 30 de la ,L,PC determina:

Cuando se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, los comerciantes estaran ¡

obligados a informar al consumidor las condiciones, el precio total o ¡os elementos que lo hagan

determinable, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o mediante avisos o

carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a los bienes".

En relactón con lo antes apuntado, el artículo 43 letra n) de la L.PC detennina que el realizar

promociones u ofe,rtas especiales de bienes y servicios en co,n.travenci6n a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducta calificada como infracción grave, y de acuerdo con el art,ículo 46 de la misma normativa

se sancionaria con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales .urbanos en la i.ndiistria.

B. Con respecto a la mencionada infracción, este Tribunal, en resolución pronunciada el día

05''07,'2010, en el procedim.iento clasificado bajo la referencia 271-2010, ha aíimiado que; "La

naturaleza y esencia de las ofertas y promociones es reportar una ventaja comparativa al consumidor,

su carácter extraordinario es ló que permite que el comprador tenga un incentivo para llevar a cabo

la transacción

. En ese sentido, las pro.mociones y ofertas especiales que se transmiten a través de cualquier naedio

publicitario, tienen, la finalidad de presentar los bienes o servicios en condiciones favorables para el

consumidor, induciéndolo a tomar determinada decisión con sentido de urgencia, bajo la perspectiva

de percibir una ventaja económica dentro de un tiempo ¡imitado.

De io anterior, se colige, que la .LPC busca regular que los proveedores, consignen, en el medio

publicitario qué se utilice para dar a conocer la promoción, u oferta, una indicación clara de la duración

o del tiempo en la que dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué productos o

servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad minirna de productos disponibles, si existen o no

restricciones, en qué consisten, y, en general, cualquier dato relevante previamente establecido, que

indique en qué condiciones será, cumplida, información que es de suma importancia para los

consumidores al momento, de acceder a la promoción u oferta.

En. otros términos, la fíimlidad de la regulación en el tema en cuestión tiene por objeto el minimizar

la desigualdad entre las partes intervinientes en la relacicSn de consumo —proveedor y consumidor-

ia euai puede dejar a este último en una situación asimétrica y de desventaja ai no ofrecerle la

in.formación necesaria para que pueda tomar una decisión infomiada, es decir, considerando rodos ío.s

elementos legalmente establecidos.
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Por otra parte, en. re.lacíón a la frase "restricciones aplican'^ este Tribunal Saticioriador, en la
ftiisiiia resoíiición final precitada, se refirió a ella ao el sentido de. que la misma debe ser evaliiada
Qoosldetando si: a) Con elfo se han de|ado po.r fmm eondiciones esenciales de ia contratación; y b)
.Las limitantes ulteriormente apiieadas modifiean en ferm sustancial la oferta principal anunciada en
el medio pubiicitario de manera que ya iio refleje las eopdicioiies reales de la prnnicíciorr Consecuencia
de lo anterior, las insiituciones de autorregulación publicitaria .y las tutelares de derechos del
consumidor sostiexien. que el anunciante tiene lapbligac Ion de .incluir de fb.rnria ¡nequí\ oca y perceptible
-en su mensaje publicitario- las limitaciones o condiciones esenciales de la oferta realizada, de nianem

que no existan requisitos ulteriores no conoc.idos por ios desíi.riaía.rios y que límitem nulifiquen o

cootmdJgan las afirmaciones de! oiensaje publicitario principal.
Así. ciiando un proveedor emplea la .frase '^estricciant h ? / mn sin proporcionar im mecanismo

que. perm.ita a los coosiimidores eo.nocet y tener acceso a 11 mi rtn.aci.óii; adicional esenciai o relevante

para la cootratación de ios bienes o servicios ofertados ; o bien, el. proYeedop habiendo csrahlecido el
mecanismo anterior, incluye condiciones generales de coniraiacion que modifican., alteran, des
naturalizan. limitan o crean cualquier clase de variadón esencial en cuanto la oferta contenida en e!

anuncio or^^ginal > si dicho el mecanismo no puede calificarse de idóneo, o se establecen cualquier
otra ciase de barreras de acceso, pone en evidente desventaja al consumidor que ha sido atraído a la
coíitrataciiMi bagado en la promoción ofrecida.

En este punto, este Tribunal considera oportuno traer a. cuenta ia rcso'ucion de umha I
Cwii reterencia ^-IVAVi de la Sala de lo roincncioso Administrativo en la une convuieró: 'flJenwh^

cic consumo púríe de la necesidad de proteger a los consumidoras deindo a ¡a i u me \ no-'mabJhieui

de éstos en Lis reiacKOhs peñeradas en !a economía de mercado comcmporánea"
En la misma sentencia se estableció oue. 'dx¿ LPC desarrolla un reponen ep\'c>ii¡ de ynaVtV ¡an

sobre la base de ias aameiriiis eeonómusi^ e in/ormuHvas ^misientés cnire hn proveedores Je bferea
} mrvieios mente a los LonMimidi)rc\ estos úinmos, enmarcadas en anii mnural ' clara sauacmn de

desventaja con res¡ha /no /<nv primeros \

Es asi que la referida Sala define a la aí^imatría iníbrinátiva como aquella caracttnsiua intrínseca

de cualquier traman.cuni ^Ciinomicui en lanío que siempre en un infereambío de bienes v servich-^s

habrá un ücíor meior fnk>rmiUio cfue otro.

Del mismo modo, en seniencia di.fmiii\a del S-O^egoi | ̂ on leferuicia ^ \»200l. emiüJa por la

Sala de In í ontencioso Administrativo (SCA) definió a la asimetría iníorinativa cowo un aemenio

intrínseco de las reLiciones Ci ^niraciuales entre prodiutnres opNaee íoi e\} i^ansnmukmes, daermina,

que en iodo caso el eonsumidor está someíidi q una. condición de vulnerabíluiad que rebasa su

uiiionomia } vohmíad real ¡urna conrratan arcunsiancía qik . en <ie/ln:íiva, ¡nsnfha ¡a aplieaeión de



un principio proteccorio con el fin de restablecer el equilibrio con/ractual y asegurar el respeto de lot
derechos del consumidor.

"iV. CONTESTACIÓN' l>IT PROVEEDOR DENUNCIADO

Se siguió el pruccdimietiUí consignado en el articulo Í44-A de !a LPC, así como en los artículos

171, 172 y 180 Código Procesal Civil y Miereantil —en adelante CPCM v !00 de la Lc> de

Procedimientos Administrativos -- en adelanto l PA respetando la garantía de audiencia > el derecho

de defensa de! deaunciado, pues en. re.solución dé folios 5 y 6 se le concedió el plazo de cinco días

.hábiles contados a partir del siguiente ai de la notiticación de dictia resolución., para ciue .ítieorporara

por escrito sus argumentos de defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara

conveniente, la cual fué .notificada ai iB.is.mo en fecha 18./ri/2024 (f. 7); sin embargo, no hubo

pronunciamiento del proveedor tienunciado quien no eompareció a ejercer su derecho de deíensa, pese

habérsele otorgado la oportunidad procedimental para hacerlo.

V. íiECHOS PROBADOS/VALORACION DE PRTF.BA

1. De conformidad con Sos artículos 14<> de la LPC. y 106 inc. 3" de la LPA, las pruebas oportuna^,

pert i nenies > conducentes aportadas en el procedimiento, serán valoradas conforme a Isa regias de b

sana crítica; a excepción de la prueba document,ai, ta cual se rsaiizará conforme al vuilo- Usadi- de la

misma en el detocht> vornún.

! r cto scm.dv. Li Sala de lo i onOitucional en la resolución ilnal pronunciada en d proco-.-

acuniLilado con numero de retercncta 23-200 04! mí-DM) t 17-2Otb-21-2U0s, de ictíia

18/Í2/2C)()9, en lo que conciem.e al valor tasado de las pruebas mencionó: ""Cuando la 'utílísacion' de

la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema de

valorucum denominado prueba ta.sada o tarifa legal, c.s decir, en la prueba hiuida o ¡anta mv. 'o

que hace el legisladór es proveer una de las m.áximas que deben integrarse al razonamientopt imatoi'X)

de! juez, canm la premisa mayor del siiogism<.> fundameitíid soh'e cada medio de prueba (. . i el

iegisíador señala una Usía de medios de prueba y a cada una lemigfm un determinado y preciso

isikrr probatorio -certeza objethm-: es decir que, en este caso, amparado en la s.gm laadjurídica, ei

iCg.dadoi </t tcrmtmí prevkimente la máxima de experiencia, aunque con (Ustmni .ucza dependiendo

U' t/o tj/ío vt' toaíd'(los resaltados son propios).

Dicho ésto, el ait. 106 inc. 6° de k LPA dispone; "Los documentas formalizados por los

'uncionarsos a io.i que sv 'VOi oiocc la condición de aun >ndady en lo.s ipic. onscn-anJosi .aupoouos

legales cúrrespondientes ,se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo

qm se acredite lo 'contrario ".

-\dcmas, el articulo 3-11 del CPCXl detennina el valor probatorio de io» instrumentos, asi: "!.os

instrumentos-públicos constiruircm prueba fehaciente de ios .hechos a>.(o\ o t studo de ,om.is .¡ue
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aocumenlen: de la Jecha y personas que ¡riterviemn en el mismo, así como del fedatario o funcíonarío

que lo expide. Los msirumentos privados hacen prueba plerm de su contemdú y otúrgantes, si no ha

Sido impugnada su mitenticidad o ésta, ha quedado demostrada. Si mo quedó demústrada iras ia

impugnación, los instrumemús se valorarcm conforme a Im reglas de la sana crMca^ (resaltados: son

propios), , ,

t-ínaímente, el artículo 63 del .Reglamento de la L..PC, viene a reforzar lo estipulado en, el deredio

común al estabiecer: Las actas medíante las cuales los Junciúnaríús de la .De^fensúria hagan constar

las actuaciones que realicen, harem Je, en tanto no se demuestre :Con prueba pertinente y suficiente su

inexactitud, o Jaisedad, £l mismo valor probatorio tendrán los informes y otras documentos que emitan

lasfimeionarios 7 empleados de ía Defensoría, en el ejercicio de stis funciones.

2. Coostaii en el expediente administrativo los siguientes niedios de prueba:

a) .Acta 0001748 de fecha 14/09/2022 (b 3), por medio de la cual se establece que la Defensoría

del. Consumidor, en virtud de la inspección réalizacia en el establecimiemo propiedad del proveedor

denunciado, constató que se hacía efectiva la promoción verificada sin indicación de su vigencia

(entendiéndose por ésta la. fecha de ,inicio y fecha de finalización de la: m..i$ma),

b) Impresión de captura de pantalla del anuncio publicitario divulgado a través del. usuario

:en :fecha 09/09/2022:, mediante ta red social de Insíagram (fi 4), en relación a la

promoción pub!icad.a por el proveedor, vinculada con el acta de inspección. N" 0001748 de fecha

14/09/2022, con la cua.l se establece el medio de coinunicación y éi i:r!eum.pi,imieót0' de los requisitos

legales niíniinos con que inc dada a co:nocer a los consumidores ta pro.nK)eión que se lee: ̂ %unch

Ejecuíivo Miércúles Pizza con salsa BBQ, $6.5íf Pizza Jamón 15,51?, ambas mcluyen Fepsi en lata

fiJL ■

.Respecto a la documentación relacio.nada previ.affiente, se advierte que esta no ha sido desvirtuada

por el proveedor, a pesar de haber tenido la oportunidad procesal para hacerlo. E.n. razón de lo anterior

se concluye que los citadn^ al tene^ nna cnne^^ión lógica cvm heoÓA^ ?:i!cgpidn<í eu

denuncia, .mantienen la icitc/a Icual que ̂ssienun

VL ANALISIS DE i.A CONFICL j)E L \ INFRACCION
I  Ahom bien, cue 1 ubunal i eomwwuMi. reah/ai v^iería iones toncepmale'> tn 'o

que al tv^rna pomufcion concierne, y cuales son. las circunstancias. :prop.ias que configuran e.l

cometmiiento de la intraLCion. establecida en el artículo 43 letra n) de la LPC.

Sobre el mismo, es, i;mport.ante seíialar que, desde una pe.rspect.iva o:iera.me jurídica,

espeeífícamente en lo que a dereclio sancíonatorio sa refi.era, se abo.rd.arán la temática de ¡^riuiociom

Claro esta, que dicho tópico pue#e ser abordado desde diversas áreas del coeocimiento; po» le que esic



análisis no pretende inmiscuirse en otro tipo de observaciones que no sean las estrictamente necesarias

para dotar de contenido jurídico a la regulación punitiva que efectúa la LPÍÚ

Fn p^^mer liigar;, y desde una perspectiva tradici.oo.al del. marketing, hay 4 componentes en la
dciuni nadi mezcla de^ -artdíng, a saber: a:) producto, b) precio, c) promoción y d) distribiicioii.

\lion der tro de la pron i v oi se encuentra la publicidad y la promoción de ventas, (Kenneth E, Clocv,
20oF Fn ese sentido, los artículos i6, 30 y 43 letra n) de la LPC se enciieníran vinculados con el

úl.tim.0'concepto mencionado --gjmmación de vertiae—,

La prmmcíón de venías consiste en todos los incentivos ofrecidos a los clientes y miembros del

canal para estimular las compras de productos, la cual adopta dos íormas: la premoción para

consumidores y la promoción comercial. Para el caso que nos concieme, la promoción para

consumidores se refiere a los incentivos qué se ofrecen, directamente a los clientes eKistentes o a los

posibies clientes de !a empresa. La promoción para consumidores está dirigida a aquellos que

realmente usan el ptodueto, es decir, los usuarios finales. Una de las metas princ.ípales de un programa

de promociooés dirigidas a los consumidores es persuadirlos de dar el último paso y efectuar la compra.

(Ke.D:iieth E, Cíow; 2010),

Asimismo, es importante señalar las dos categorías más ge.nerales de promociones para

consumidores/a saber: a) las que se hacen para fbrtaiecer la franquicia y b) las que se nacen para

generar ventas,

Pa..ra el análisis que concierne a este procedimiento, las promociones que se hacen para generar

ventas se centran en las veorias inm.ectiata.s.j más que en el va,l.or capital de marca o en la lealtad, po.r

medio de descuentos, cupones, reembolsos, devoluciones, premios y otros inceotivos, (Kenneth E.

Eiow. /noL-,. , . , ^ . ■ ■

?.:v consiguiente, es desde esta perspeetiva, proniodón de venta,, que cleberáE estudiarse los

supuestos qii.e dan cabida a la acción típ-ica €0.ii.si.giiada en el articiiio 43 .letra n.) de la LPC,

.  ' IL .Delim.i.tad.o concaptual.mente el ámbito de conocimiento de ia infracción, objeto de estudio,

corréspoiide ahora'.referirse a algunos de los supuestos determinados en. la ley que dan origen a la

misma:

;\mcs de todo, es imporumic hacer la siguiente acotación: en relación con las promocrmos y

ofertas/de acuerdo a Ie'regulación contenida en k: LPC, estas están sujetas a dos pri.nc.i.pi:0s: el de

veracidad y el de tetnporalidadoEn ese orden de ideas, se ha venido sosteniendo que para que se tenga

por establecida la confígiiración d.e la infracción prevista en el artículo 43 letra ii), se debe tener como

premisa que la naturaleza y esencia de las ofertas y proniociones és reportar una ventaja comparativa

' K.ermeih E.. Clow, O, B. (2010). Publicidad promoción y comunicación integral en marketing. México: Psarsoo Educación,
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al consumidor, y su carácter extraordinario es lo que permite que elcomprádor tenga un incentivo

para llevar a cabo ía transacción. Dé esta manera, se ha entendido que no existe ninguna ventaja si

los bienes son vendidos o los servieios prestados en las condiciones habitiiales y, por ende, no se estaría

en presencia de una pron-ioción. y oferta.

Dicho lo anterior, los artículos 16 y 30 de la LPC, principalmente, determinan los aspectos

obligatorios qué los proveedores deben informar ai momento de efectuar prorD,ociones y ofertas

especíales de bienes o serv'ícios. ■

En ese sentido, e! artÍGulo 16 establece lo siguiente:

''Requisitos de las promociones y ofertas.

Art. 16.- Todo proveedor al establecer las cíáusidas, condiciones o estipulaciones de las

proinociones y ofertas de bienes o servicios, y las cláusulas no negociadas índividiialmeme, relativas

a tales bienes o servicios, deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa;

b) Buena fe y Justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo que en todo

caso excluirá la unUzacíón de cláusulas abusivas: y

c) No condicionar la promoción u oferta a la entrega o no del recibo, copia o documento que

acredite la operación.

En caso de duda sobre ei sentido de ¡a promoción u oferta, se entenderá a favor del

consumidor".

Por su parte, el artículo 30 estipula:

''-Información de promociones

Art. 30.- Cuando se. tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, los.

comerciantes esUirán oNigados j informar al consumidor las condiciúnes, et precio total o ios

elementos que lo hagan Jmei-mniahlc, la duración de ¡as mismas. go>' cualqmci mcd'o de phh'icuiaa

o mediante avisos o t ornk\s ¡iiadirs en lugares visibles dt l establccimienii> o t aquí- uc aáher ¡las a Im

biene.s".

De manera general, y sin que ello comprenda todos los supue.sto:sc|ue la ley y la casuística puedan:

arrojar, se proceden a explicar los que en la praxis suelen darse con frecuencia. Posieriormente (Q, se
harán las CGns,iderasiot:ies necesaria;? en el caso concreto,

,  En cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 16 letra a) de la

LPC, según el cual; "Todo proveedor al establecer las c¡áusula.s. condiciones o estipulaciones de ías\

promociones y ofertas de bienes y servicios (...) debe cumplir los siguientes reqtdsitos: a) Concreción,
claridad 'y sencillez en la redacción, con póstbílidad dé comprcn.Mun directa ',



Como se niericlonó anteriormente, en cnanto a las condiciones aplicables a las promociones u

ofertas especiales, es importante considerar io sostenido por este Iribunal mediante la resolución de

las 08:41 horas del día 06/01/2009, en, relación a la utilización de la frase "restricciones aplican"; en la

que señaló puntualmente que dicha frase tiene corno sustento la inviabílidad de dar a conocer

tales limitantes en el marco de la brevedad propia de los anuncios publicitarios. El problema áe las

remisiones hacia fiientes informativas distintas del ammcio examinado, implica cargas para el

consumidor al verse obligado a adoptar medios distintos a la publicidad original para poder obtener

parte de la información relevante para la oferta; debiendo considerarse además la factibilidad de

acceso a la misma por parte de los consumidores de acuerdo al .segmento de. mercado al que

pertenecen." ,

Respecto de dicha tesolució.n,, la SCA contlrrin,6 la legalidad de la triisnia mediante resolución 2 /4-

2009 de fecha 14/11/2012, en la que además sostuyc); que un anuncio pubiicitario debe poseer

la información necesaria para que los consumidores no tengan qve recurrir a otra clase de medios

para complementar la intormación imcíal. por ¡o tanto al tener que recurrir a esío acción sígnijtca

que .Se ha omitido infinmat de una manera ehu\i y adí\ ui da i lo ofrrtado por el proveedor, por los

argumentos expuestos es que esta bala conmdcra que la condiicia por ta actúra es atentatoria al

clerccbr je ser debidamente informado el comumidor".

2. 1 -i relación ai precio total o tos elementos que lo hagan d.etenTii.nable, conileva a que debe estar

io ̂ ufcltntemeIíte clara la cantidad que el consumidor pagará por la prestació,n de un servicio o la

adquisición de un producto, rn,áxime e,a aquellos casos en que se da la facilidad de pago a plazos, pero

donde únicaménte se determinán las cuotas que se deberán cancelar, mas no se indica ei tiempo ni el

.valor total que los consumidores sufragará.n. Lo anterior, supondría una desyentaja informativa para el

consumidor, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de co.!isiinio. Configurándose, en

sentido material, un incumplimiento del proveedor respecto a esta exigencia.

Ahora, en la práctica también se ulili/a la modalidad de promoción y oferta estableciendo

porcentajes de descuentos, dicho elemento hace deíerminable el valor que el co,nstimidoF pagará por

un bien o pirestacióiv dé servicio; por consiguiente, ño .imphcjria una inobservanciá a este requisito.

■  3. En lo que respecta a la ■vigeitcia, esta, exigencia es prdclxaménte la esencia de estas propuestas
de contratación, pues significa que el proveedor ofrece una ventaja extraordinaria al eonsumidor, la
cual podrá ser gozada en un periodo de tiempo espec,ífícamentc detenninado o que puede ser
deienninable.

l:n ese 'Orden, en la práctica, para establecer la- vigencia de um promoción se han distinguido
bi^tca!neluc dos lonmas -sin {jerjuicio que puedan vislumbrarse, otros, es decir que no es una lista
ta.xaii\d ; a) plazoóierto---detémri,iiado™ y b) CQndiciona,nte~<ietenni:nable--.



a) Se entiende a plazo cierto, cuando se estipula una fecha de inicio y de finalización,. A,liora bien,

muchos proveedores suelen consignar sólo una kcha o referirse a un mes, día festivo, período

vacaciona! o celebración, entre otros; lo cual di.\eridría en un in.cumplimiento de este requisito. 7\.

manera de ejemplo, las expresiones como: "Válido hasta el 31 de úgosto'\ "Válido a partir del 1 de

septiembre'', '''Válido sólo este mes", '''Válido sólo este día", m serían suficientes para tener por

cumplida dicha exigencia, pues en la primera no se consigna la fecha de inicio; en la segunda, la de

finalización; y, en iás últi.mas dos, no tienen ninguna fecha. Se hace éntasis, nuevamente, en que deben

tener fecha de inicio y finalización para que sea: GonfonTie á la LPC.

b) Se entiende vigencia bajo condición, cuando la promoción subsiste mientras no se dé un

supuesto de hecho especifico estipulada e:a ella-- que le pone fin a la misma. líjemplQ de lo anterior

es la muy utilizada frase: '"Hasia agotar existencias". No obstante, esta última debe ajustarse a los

requisitos y principios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal tiene a bien aludir a lo que se ha dicho en derecho

coiíiparado. Al respecto, en la resolución de fecha 08/11/2022, en el caso identificado como N'^ 044-

2006/CCD del INDECOPl (Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la

Propiedad Intelcciual), ia t'omision indico que si bien Kiple\ inclu>c> una duración rxira la prcunocitm

anunciada ésta fue GondiC;ionad:a al agotamiento de una cantidad de imidadés disponibles que se

encontraba indetenninada luego de un análisis integral y superficial del anuncio cuestionado. En

consecuencia, se observó que, ante la percepción del cottsumidor,: la duración para la prónioción:

anuEciada no se encontraba planteada con la claridad que exige e;l principio de ■veracidad, a
efectos de que los consumidores pudieran, acceder a inforinació-n relevante y necesaria para,
adoptar 'una decisión de consunio adecuadamente meditada y, en coiisecuencia, satisfactoria a
sus intereses.

De ahí que, para estos casos, se vuelve necesario acompañar esta ■fiase con otros elementos
mformativos más precisos q^ue hagan previsible la finalización de la promoGion; y, sobre todo, que
sean cUiros y co,ne,retos, co:n. posibilidad, de comp.rensión directa, tal eomo se-colige de lo señala,do en.
ios artículosló letra a) en relación al artículo 30., ambos de la I.,..PC.

C. Con base e^n los eleme^ntos probatorios previamente,'señalados y en virtud de la. presimcién de
certeza que goza el acta, de inspección de la Defensoría de! Consum.idor, así corno de los dociiTne.iitps.
que forman parte de la tnis.ma, en el caso concreto, la impresión de captura de pantalla de! anuncio;,
publicitario ©niitido por el usuario . en la red social Instagram, de la pronioeióu
divulgada por el proveedor denunciado, que se lee: "Lunch Ejecutívo Miércoles Fizza con salsa BBtJ
$6.51), Pizza Jamón $5.50, ambas mcluyen Pepsi en lata (.,.)",x:stc Tribunal establece que existe
praeba suficiente para determinar que el provtm;dor Héctor Mauricio Criiz Pérez, incumplió la

.1



Obligación regulada ^' rTcl''driiculo 30 de laTPtb' Twam/o ve iratc.re ck promoaoms v ofertas
especiales de bienes o servicios, los comerciantes estarán obligados a informar ai consumidor las

condiciones, el precio total o ios elementas que lo hagan determinahle, la duractém de las mismas, por

cualquier medio de publicidad o mediante avisos o carteles fijados en lugares vmoles aei
establecimientú o etiquetas adheridas a los bienes" por cuanto el proveedor realizó una

promoción sirt brindar la inforniación mínima requerida, es decir, iBCumplió la obligación establecida
en la referida disposición legal al haber ómitido consignar la vigettcla de Ja tnlsnia.

En conclusión, la referida omisión, pudo inducir a error a los consiiExídores en cuanto a la toma de

sus decisiones de consumo, particuIanTiente, respecto a la expectativa del beneficio oírecido por las

promociones.

Teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, sobre la base de los hechos probados con los

dociimentos agregados a folios 3 y 4, se concluye que el proveedor, efeetivamente, realizó promoción

u oferla especial de bienes, en contravención a lo dispuesto en ia LPC. Lo anterior, coníigura la

coBducta ilícita establecida en el artículo 43 ieti'a n) de la LPC.

■  .0, Abora bien, establecida ia conducía ilícita, es importante hacer Teíe-rencia al principio de

culpabilidad reconocido en el articulo 1.2 Cn,,que prescribe; «|t}oda persona a quien se impute un

delito,'se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme- a .la ley y enjuicio

público, en el que se le ■asegure.ri todas lai gaiantías necesarias para su defensa», disposición que es
aplicable no solo en el ámbito penal, sint^ además en el administrativo sancíonador (se.titencia de inc.
3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucional, doce horas del 17."'12/1992}.

En este sentido, la Sala de lo Congíituclo.nal respecto al priiicipio de culpabilidad en materia
administi'ativa sancionadora ha expresado que «[e]l principio de eulpabilidad en esta ma.teria supone
el destierro de ias^ diversas formas de responsabilidad objetiva,, y rescata la operatividad de dolo y la
lulpa V mo formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una respGEsabi.lidad
oei^onal por hechos propios, y de fomia correlativa un deber procesal de la Administración de
c\(dcnLiar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar .pre-sunciones legislativas de culpabilidad, es
JtCi! que se veda posibilidad de una áplicacíón automática de las sanciones únicamente en razón del
resultado producido» (sentencia de Inc. 1.8- 2008 de Sala de lo ConstituGioijal doce horas veinte
minut i\ der29/U4/20i3).

i  l abe destacar que una de la sub-c Jtvgmtts ó corolarios de! principio dé cuipab.didad., es la
' resprntsabilidad por e! hecho o responsabilidid por la accióti ilícita co.nio se denomina en la doctrina
adnim-^irativa sancionadora. Este principio implica que la sanciór únicamente puede recaerá quien
en forma dolosa o culposa ha participado en. ios hechos que configuran una acción ilícita; a.st lo expone

. Meío al referir que e[e]I gravamen que la sanción repre.>enta solo podrá recaer .sobre aquellas

.s " ■■ ■ ■ .. ' ' ■ : - 10 .



[personas¡ que han participado de forma dolosa o cuíposa @o los hechos constlM^ de inlraecióo,.

Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sola existeocia de un vfneuio personal con el

actor o la simple titiiJarídad de la cosa o actividad en cuyo marco sc; produce la infracción. La exigencia

de individualización, de la sancióo, supon,e irn. veto a la responsabilidad objetiva» [Nieto., Alejandro.

.Derecho .A.dm.í.QÍstrati.vo. Sancionador, quinta €dició.ti totalmente reformada, Mádrid. Editorial Tecrios.

p. 329,20 .1 i]. En este orden, co.ii.forme al priocipio de culpabilidad sol.a.nieot€ responde el administrado

por sus actos propíos, de este modo, se repele la posibilidad d.e construir una responsabilidad objetiva

o basada en la simple relación causal independiente de la voluntad del autor. En eo:ngrue.ncia con lo

expuesto, en el .Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el. principio de ciiípabilídad, de

tal suerte que el eiemanto indispensable para sancionar un actuar, es la deterniinación. de la

responsabilidad subjetiva. (Sentencia emitida en. el proceso 90-2014 por la SCA, a las catorce horas

ci.iiciieota y uno minutos del 24/10/2019).

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de! proveedor deounciado, este Tribunal

considera necesa.rio analizar si el m.ismo ha obrado dolosa, o cuando menos culposamente; es decir,

que !a trans.gresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negügeocia. Por tanto, la

existencia de un nexo de, culpabilidad constituye una condición para la coofiguracicki de la conducta,

•saocionable. . ..

Ahora bien,: en al. presente procedimiento no hay elementos corno para cieieniurKir que

tal omisión haya sido producida de manera dolosa. No obstante, a p m r de los hechos pr 3\k1^^s y las

circunstancias en que se diero.o. ios mismos, ha quedado establecido el coinetimiento de la.infracción

de manera, culposa por parte del proveedor, pues ha existido un déficit de organización, de modo que

su conducta es reprochable cuando no se toman las medidas suficientes para impedir que se cometa la

infracción, En otras palabras, el proveedor Héctor Maiirieio Crm Pé,réz, no aereditó una correcta

organi/ación a efecu^s de impedir la concurrencia del dicito.

VIL PARAMETROS PARA LA DKTLR^IINAITON l)T LA SXNCION

-?

o

Lomn se e\puM'> en lo^ av.ápiles prccedcrncs. se esiableció la de !a infratxieu graxc

contenida enel artículo 13 ieíra n) de la LPC, lo cual se sanciona con multa hasta de doscientos salarios

mínimos mensuales urbanos en la industria (artículo 46 de la LPC); por cenMUuicnte, es iaculiad de

este Tribunal déterminar la sanción y cuantifíoar .la nnilta que corresponda, 111 laz de los parameiros

establecidos en la L.PC, su reglam.eiito y 1.a j urisprudencia aplicable. ' ^ ;

Asi, el artículo 49 de la 1.PC establece los criteTios para la deteniiináeión. de la multa, siendo estos:

tamaño de la empresa, el impacto en ios derechos de! consumidor, la naturalezafrel perjuicio causado

o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio d.€ los consumidores, el grado ele
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intencionalidad del infractor, el grado de participación en ía acción u omisión, cobro indebido realizado

v las c ircunstancias en que ésta se corneta, según sea el caso.

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso,

a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrolío de !a Micro y Pequeña Empresa (ley Mypc) en

su artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: ■'Microempresa: Persona .
natural o jurídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica ;
con un nivel de ventas brutas amales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y nasta
10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jiiridica que opera en los diversos sectores de
¡a economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales mayores a 482
y hasta 4,817 salarios mmímos mensuales de mayor cuantía y con un mmimo de 50 trabajadores". '

A partir del análisis de los documentos que constan en -el expediente administrativo, no es posible
encajar al proveedor íléctor Mauricio ÍJrtiz Pérez, en ninguna de las categorías antes citadas, por n.o
contar Ftibunal con la doGumeniación tinancíera requerida para efectuar dicho cálculo, pese a
iiabcr-.t. solicitado con anterioridad según consta en la resolución de inicio del procedimiento
■.diicionatuii' de mérito (fs. 5 y 6). Es decir, en el presente procedimiento administrativo saneionador
d prx->\ Lvdor infractor ha mostrado una conducta procesal que evidencia el incumpitmiento de su deber
a prestar la eoiaboración que le es requerida para el buen desarrollo de los procedimientos (art, 17
número 5 de la LPA), por haber omitido presentar la información solicitada por esta autoridad
sancionadora, a efectos de establecer ia capacidad económica que tiene para asumir la multa.

Gonsecaentemente, este Tribunal se ve impedido de clasificar ai proveedor de conformidad a ios
paráraetros del artículo 3 de la Ley MYPE. Pese a io antes indicado, con el objeto de cumplir su
obligación de resolver, de conformidad a los principios que rigen el ius pimiendi, se realizará una
interpretación pro administrado, por lo que, únicamente para los efectos de la cuaotríicacíoti de la
multa, este Tribimal procederá a considerar ai proveedor como un comerciante informal, guardando el
equilibrio eiitre la finalidad disuasoria de la sanción pecuniaria y el principio de proporcionalidad de
dicha medida.

- b. Grado de intencumalidad deí infractor.'

I  Inbunal considera este elemento en ei sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es decir, que la transgresión a ia norma haya sido querida o se deba a
imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye
una condición para ia configuración de la conducta sancionable.

' Así, en reiteradas oca.siotics este Tribunal ha establecido a través de sus resoliicioaes, conforme a
io dispuesto en el artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones admini.strativas son
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sancioiiabíeb aun a titulo de sinipic negligencia o descuido. Ln ese orden, del análisis de los hecho.s )

documentación agregada al expediente, este "rribunal determinó una actmcíón mgligente por parte del

proveedor, pues como propietario del establecimiento, es el principal responsable de adoptar las

medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone la ley de la materia,

como es la de realizar pfomoeiones y ofertas que cumplan con los parámetros legalmente establecidos,

esto es, que especifiquen la wigmcla de las rnisnias.

c. GrM& ée pmiieipaciétt enda aecién u ümisiéa.

A partir de un examen del presente expediente administratiyo, queda demostrado que el, grado ele

paríicipaoión en la eomisión de la infracción por parte del proveedor, es directa e individual, pues se

acreditó que en el establecimiento de su propiedad --PADR¡\() S Pl/Z.i-— se cmr.cíio la acción

prohibida en el artículo 43 letra n) en relación con el artículo 30. ambos de la LPC, consistente en

realizar promociones sin determinar lao'igencia de la misma, circunstancia que pudo haber inducidó a

error a los consumidores al monienío de. requerirla.

d. ImpacJa en Im derechos dei comumMery naturales (f<-'^siünado,

E! papel del co.n.sim3,idoF es ■esencial para el desarrollo de una LCOíHxníd social de mercado. En

efecto, la competencia no es otra cosa que 'la pugna enlxe competidores por captar la preferencia del
nia>or número de consumidores; ra/,ún por la cual, la decísió» Ubre del consumidor va .1 ser

delcrminvinie en ei :e^ullado linal d,e esta lucha. No es posible imaginar un sistema ccononi.c^) de este

tipri sin entender que nu figura central es el consarnidor,

l std función que cuniple ei v-onsumidcr dentro del mercado. ¡>or un lado, exfec al 1 uado que,

mediante un rol promotor, genere las condiciones para que los proveedores brinden a! votvsumidoi

información veraz acerca .de los productos y .servicios qup ofrecen en el mercado. 'Por oito .aüo. Imv

consimiidores, conscientes del papel que cumplen en la econ:om.ía y de k '.rascendencia del nisruo p,>r 1
el correcto funcionamiento del proceso competitivo, deben tener un comportamiento actuó

requiriendo de lo.s proveedores mayor > mejor información, a tln de üuc estos mejoren la cahu-ad Je

sus productos y.'o servicios y, en. consecueneia, coMribuvan al Jevirr.iLf de sus mercadtw j a la

consolidación del sistema económico.

I a obugucion .le brindar laformacion vera/ se sustenta en el hecho de que esta repetcute en una
mayor transparencia en el mercado, lo uue a su vez facilita al consumidor la adopción Je decisiones

de consumo adecuadas a su.s intereses, generando de este modo una mayor competencia entre 3o

agentes econcanico.s.

!ó,r otra parte, en el mercado, lo-s agentes económicos cuentan con una herramienta principal a

través de la cual irrforman a los consumidores sobre la exi.stencia de su.s b.tne.s y ^ sus sc'^ n, k)s. C Ja

es la aciividad publicitaria, la misma que consi.ste en dar a conocer mi- oferia-, \ peisuaair a



consumidores para que coniralen ias mismas. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad publicitaria

igualroente resulta ser una herramienta para reducir la asimetría irsí:brmati¥a existente entre los

consumidcires y los proveedores de bienes y/o servicios, dado que procura que los destinatarios de la

publicidad tomen sus dec¡sione.s de consumo basados en la satisfacción de sus necesidades y/o el ajuste

a sus intereses.

De este modo, a través de la publicidad comercia! se informa al piiblico en general, de la existencia

de un determinado producto o servicio, lo que ayuda a reducii los costos de transacción de acceder a

infonnación en que deben incurrir ios consumidores pata adquirir y contratar bienes y serv^icios. La

publicidad comercial conlleva una finalidad persuasiva que es la de atraer clientela mediante la

preseníacióii de las características favorables y ventaias de los productos o servicios ofiecldos o la

exaltación de sentimientos en el consumidor que puedan ser vineulados con-aquello que se oÍTece.

i'inaíincnte, al ser la publicidad eomerekl parte integrante de la actividad empresarial,, es un

mecanismo tmico de competencia, pues constituye una de las herraniientas que disponen ios oferentes

para dcs\ iar la clientela hada sus productos o servicios, y así increme,otar su participación y poder e.n

el rnercadc consecuentemente, sus ganancias. De acuerdo a lo ánterior, la publicidad comercial

i  remita -.cr un clmnento ertneial para que el sistema cc.tnomico fuiicsone adecuadamente be r<>r dio

que las alinnaclortes que se cori.sig:neíi en cíula uru) de loa ciemeiiios publicitarios necesitan ser veraces.

[ n el caso concretu. es pertinente señalar que ia tordlguraeion de ,1a infracció,D, adrmr.isiraln.i j

relativa a realizar promociones u ofertas especiales de bienes y se.rv.{cio$, en contravencKii a Ky

dispuesto en la LPC --aruculo 43 letra o) d.e la LPC— traiisgix L d derecho de los consumidores a

recibir de! proveedor la información completa, precisa, veraz t ur y oportuna que deitrniine Lm

características de los productos y servicios a adquirir, y si bien no se ha probado la conftguraciorr de

un daño concreto a una persona en particular, este Tribunal reatlmia que la acción que dcfmc Li

iníraccion consiste en realizar promociones u olerías especiales sin la inlomiación nnnima lega Une me

establecida en relación con el producto o servicio que se intentaba vender y esto es capa/ de ova-^ionar

un periuicio en el colectivo de consumidores a quienes iba dirigida ia promoción cxaniinada.

l j infracción adminis!rati\a atribuida a la parte actora es ia rcahzacion de promociones u ofertas

especiales en contravención a lo dispuesto en la L,PC. Tal como se señalo .iworu. a. partir del artículo

30 de ia LPC el proveedor e.stá oblig;Klo a informar al, consumidor C(,indicimie.s, el precio total o ios

elementos que lo hagan detemiinable. la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o

:med,iai,ite avisos o carteíes fijados en lugares visibles del e,stabiecimie:nto o etiquetas adheridas a los

-bienes.

Confottne con la delimita,ció,n típica realizada, la imposición de la multa:respectiva obedece a la

constatación de la falta de la infomtaciÓB rnínima requerida p\T la lej para la "cah/acion de la
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promoción u oíerta especial, es decir, basta con advertir que se incumple alguna de las condiciones

esenciales exigidas por el art. 30 LPC,

Bn consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a ia esfera

jurídica de ios destinatarios de ta promoción, ya que el solo hecho de c ons'ai jt la falta de información

completa y veraz sobre ia promoción causa un perjuicio potencial cupu' \ i niucir a error o confiisión

sobre el contenido de la promoción ofrecida al público. ■

Ein este punto, debe recordarse que ia SCA, en su jurisprudenoia, ha aíirmado que el legislador,

atendiendo al bien jurídici:) a proteger, puede clasificar las'eonductas en infrácciones xlc lesión e.

infracciones de peligro ̂ concreto y abstracto). La ubicación de' ia infracción en cada clasificación

dependerá de la descripción típica que haga eriegislador.

Asi, las infraeciones de lesión exigen demostrar la ie,sión efectiva al bien jurídico tutelado; las de

peligro concreto constituyeii supuestos en los cuales se exige el peligro efectivo sufrido por una

persona en específico: en las de peligro abstracto el legislador, atendiendo a la experiencia, advierte

una peligrosidad general de la acción típica para un determinado bien jurídico, a partir de una

vaioración probabiJística, por lo que con la íipitR ición se dispone adelantar la barrera de protecfción

sancionando el accíoiiax, sin esperar ia realiza i i de un peligro concreto de una persona detenminada

o de la lesión efectiva.

En congruencia con ello,' se advierte que ta infracción admini.nrativa relatiya a realizar

promociones u ofertas especiales en contravención a los dispuesto er~ 'a i PC —■artícufo letra n) de

la LPC— pone en peligro, de forma abstracta, loa bienes jurídicvis ce les consumidores, sin que sea

rieccsaria una afectación concreta; este criterio se sustenta en la nalurale/a asimétrica del derecho de

ci in->umo precisamente, en la asiineiría inlbrmalivd que los ccm^unndorcs padecen .Ncnicncia

emitida el 08í0i '2ólo. enikidacn el proceso contencioso adminisiraiivo de referencia 34-1-3U10),

En este orden de ideas, y t m itido en cuenta la jurisprudencia antes referida, se puede afrmur que

para imponer la sanción respccuv t sn. el presente caso y, además, para graduar lá misma, m) no es

necesario comprobar ni justificar tina afectación concreta y material eii la esfera de los GO:n.>ümidort",,

derivada de la realización de la promoción u oferta especial; (b) ni que existan denuncias de pets.-)nas

que hubiesen contratado los bienes o servicios ofertados por medio de la promoción. Así, la infracción
administrativa sancionada por el Tribíinal Sanciónador es una infracción de peligro abstracto: basta'

constatar la mera reatlización de ki proniocián sin cumplir con Im cóndiciones mínimas requeridas

legalmente para generar el riesgo de qué los consitmidores consideren ipic se <" stá of-cciendo un

producto o servicio con características ventajas o beneficios que en realidad no posee, durame un

período que no corresponde y quitándoles ¡a posibilidad de determinar el precio de h) .rrcvidni
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afechicum abslracta de !os dcwho'^ del consumidor que 'mpiico ¡apuesta enpeltgn^ de io^

hieues Jurídicos protegidos por la LFíd-

En ese ordern es pertineiita señatar que la iiiftaeoión. adrriinistracíva reiaíiva a realizar promociones

V o lo rías especiales de bienes y servicios en coiitraveoción a lo dispuesto eo. la LPC, en reíamon a ■

uniplir con requisitos establecidos en ci anicuio 30 de la I PC. aun cuando se materialice .ugun

tipo de ncnuicio a i< s consumidores, configura con la sola ir)obscr"vancia de la norma imperativa de

consumo al acrediiarso i:m. uiiiísíóii d.c los venteros Icgainientc evStabiecidos en la piomociou de veiita

sometida a estudio..

En el presente caso, este Tribunal estima que la falta de la mformación en relación con la dnración

ck la proiiioeióii analizada, es capaz de generar e;rror en los consumidores por haberse constatado la

emisión det contenido mínimo relevante para acceder a la misma.

.  e Cúbm indebido reaiizodúy Im ' CircMmimñcim en qm estm se comete y el beneftcíú que obtiene

el infracion

\  sie parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitucional en la sentencia de

iocpain^UiCionali^^^^^^ de ref lOd-2013 de fecha i 4/0 i'201 ó. en la que señala que uno de los facieres de

dosimetría punitiva cs'. ' < ^ et hencpcu> q¡H\ ucc^o ohut ei con ei necho < (/.uiitcjiiiic

a edu debcnames tener en cuenta el volumen de ingre^o^ de la uUracOMU por la comercialización de

•eK pPHlatio<^ promoiionad<'S, esio constituiría el henetlcio ilicm^ 'hivmdt^ por ed intractoi

para el casi^ que nc^s oeupa. no se cuenta con la nvormact^ n oluctiva. de ios voiumenes vie |

vcuia ie produ'ctos ■ respecto de dicha ptcimoción y aun iciiiendi cicha infomiacióii, esta no sena i

anienie consecuencia directa de la conducta infractora, pues existirían otros {actores como ta

accuu^ di- sus promotores o la combinación de precio y calidau ofrecidos por el deniUKiado que

pudienm Por tanto, una conipfohai.ion c-xacia de beneficio- derivados do ft uiliai^ion

comeiida por el proveedor líécíor \laiiricio Cruz Pérez, tH> podría definirse objefva e

mduoíiaolemente en teiminos de tos ingreso-derivaJob de las ventas por la pronr^.cior^ anunciada-

Lu Mima. Jado ipie se ha podido determinar a cuánto ascienden las ganancia^ directa> ̂ dvaiida^

txmei proveedor como consecuencia de la impkmeiitacion reali/acion de la promoción que na dado

?  luedi a la conilcuración de la inlíaccium este rribunai procederá a impoiiei una multa partiendo Oes

supuesto que las piomocKuxs sc diseñan y ekxiuan con el vC^ieio de generar gana ivía.-1promoción dt.

Vviaa-. en termiiiio precisos, tal corno st, de^arroiU) en el íomaoi^ I/, letra /iv es decif, es un lecuo

ooioiu que a las empresas las define ti animo de lucio v que Lis promr-ciones buscan gerurar

ganancia-, om' lo cual >e rendra poi aeredhadi^ el extremo rclaüvc^ a que el proveedor eiéclivarrentc

un herellck' con :a promoción examinada, aspecto que será tomado en consideración para la

determinación de la:>ancion
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/ Finalidad inmediata o mediata perseguida con la imposición de la sanción.

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir al preveedor Héctor Mauricio Cruz

Pérez, quien ha cometido la infracción descrita en el artículo 43 letra n) de la LPC, con el fin de e\ iiar

futuras conductas prohibidas en detiim.ento de ios consumidores y que adopte las medidas necesarias

a efecto de dar cumplimienta a las obligaciones que ie impone la LPC.

Además, es menester señalar que este Tfibimai, con la imposición de la sanción —multa— busca

prevenir futuros incutnplimienioí, u la LPC como el que nos i'cupa, máxime cuando todo proveedor de

b (,ties y servicios se encuentra en la obligación de realizar promociones u, ofertas especiales de

Cüiifbrmidad. con ló dispuesto en la LPC, es decir, la multa a imponer busca potenciar el cumplimiento

de las obligaciones de información que tiene todo proveedor, las cuates implican la realización de las

promociones con las que pretende incrementar sus ventas bajo los parámetros legales es decir, con el

fin de salvaguardar el ¡nierés general de los consumidores. i

Rii tal sentido, habiéndose verificado que el infractor es una persona natural que ha sido catalogado

como comerciante informal según en el análisis realizado en el romano X'Il literal a. de esta resolución,

que pretendía obtener ganancias a partir de la realización de una prornocion que no cumplía k;si

puránicrros legalmente establecidos, pero considerando la imposibilidad pura establecer a cuánto

ascienden las utilidaJe.s generadas como consecuencia dirccia del aludido mcumpíinicnti..) en vota

que pura la configuración de la infracción no se requiere la cumprohución de un daño o aíccuicien

concrcla en un particular, sino que basta cotí la -.ola conslauicion de mcLrnplim.en.o. de 'a cdacioriad,!

tteiigacion itgal, resulta ra/miabic la imposición de una sanción prupnrciorui a la sola ven leacior de

aludido quehrantaíniento. ¡

viíiT determYnací()N' he ínfrac:cíón y ceantificmíión hk la mllla i

p.ste I ribunal. en uso de la sana critica arficulci 1A6 inc. 4' Je U LPC v habiendo con-iJcraJc ;

¡os elementos del artículo 49 de !a LFC". procederá a realizar el cálculo de lu mulla a imponer a,

infractor Héctor Mauricio ( ru/ Pe re/, pues se ha dcienniiiado que este brindaba j ios co ̂ samidmvs

una información incompleta que nv'» se ajustaba a ios parámetros legalmente est.ablecidos. pues omina

indicar a ios consumidores la V tgencia de !a referida promoción, , , j

l n ta* sentido, habiendo concluido que la infracción cometida es catalogada ci'm.< grave, ia cual

es sancionable con multa de 200 salarios mínimos urbanías del stctor industria, conforme u! artkute

46 de la LPL; que el proveedor es una persona natural cuya capacidad económica, para efectos .Je

este procedimiento es • por presunción— la de un comerciante informal; que en razón de! grado de

intencionalidad de la conducta cometida por el proveedor, no se acreditó el dolo sino negligencia: qucj

este incumplió con la oblígacicm de realizar una promoción con les rcqui.sito.s mínimos establecidos

por lev; y que para la contlguracion de la iiitracción no,.se requiere ía coinp!\>biición üc un daiio o-



afectación concreta en nn pariicuhin sino piie basta con la constatación del íncuniplimíeoto ele la

relacionada obtigación legal; resiiita razonable ta imposición de una sanción proporciona! a la sola

verificación del aludido quebrantamiento.

Fn linea con lo expuesto, es necesario señalar, que ei priBcipio de razonabiliclad establece que las

decisiones de.la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre los inedios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. Eín consecuencia, este

Tribuna, considera que en el pn svnu procedimiento administrativo sancionador resulta peitineote hjar

una rnuiid cuya cuantía resulía u > ? a, necesaria y proporcíonúl para la consecución de los fines

consiiuicíonalmenie lepninií ^s efecto disuasorio— asb situaciones en donde la.

comisión de la conducta prohibida por parte del sujeto inlfacior resulte mas benciiciosa que el.

cumplimiento de la nonna misma,, lo cual a su vez podría llevar a incumplir ia íina.i.idad de tutela de

los derechos de mfb.rma.cic).n y económicos de .los consumidores.

.Por tanto, al proveedor Iléetor Mauricio Criiz .Pérez, se le impone una multa de IJ.N >ÍIL;

DO.sClENTO-S SETENTA Y SIETE DÓLARES CON CÍNCLKNTA CKNTA\X,)S DE DOÍ.AR

1)K 1 OS t S r \I)OS UNIDOS DE AMERIC A (S 1.2""'..><•), oqurdientes a wevev con tronce '

días k Hilario mínimo urbano en la industria, por la comisión de la ¡.níraccicHi regiilada en. el articulo |

43 Tira n» de la LIH" pot edUmr prímiocfi'nes u oNrras especiales de bienes en e-emravcncis>t; a la íes. |

en el eslableeimiento '\iOf.ut> s P.zza según se ha establecido en el presente procediniieiito 1

ad.mimNüaii\o.

[ a niuha iota! impuesta representa el Jcnin^ del margen máximo esiipulaJo por kk mo

consecuencia de la comisicm de tal infracción doscientos salarios míninr x men-^iulcs urbanos vUi la

industria-- siendo ajuicio de este Tribunal, proporcionai a la gravedad que comportan los .hechos

denunciados según las ci..rcunsta.ncias objetivas y subjetivas previameote analizadas.

IX. DECISION _
?< a tantvs si^hrc Li basL de li < anteriormente expuCsAto v co.n funJanicnro en los articuh>s IT ! 4. i O.i

incÍM> á dt id L 'Mistiiucion dt ía República, artículos 4 ¡cira c), lo letra ai, 2'^ uicÍno 30. 40 inciso

2'v43 letra ii), 46, 49, 83 letra b), 1.44 y siguientes de la LPC; artículos, 106 inciso 3^, 11.2, 139 > 1 :^4

de la I PA: > 63 vlel Reglamento de la L,ri2 este 'Iribunal RIsSrtLVE:

a) Sanciónese al proveedor Hóetor Maiirieio Cruz .Pérez, con. ta cantidad de M.I.I.

DOSCIENTOS SETENT,T ¥ SlEiTE ilÓl.ARES CON CTNCl ENTA C;ENTA\X1S DE

^ DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS .DE .AM:ÉMC.A.{S 0277.50), equivalentes a /na

me Si 3 can ip/íncr a'ias Je salar ia minura nrhano en la ¡nJiiStna D F. N"'U^ del fC (C 20? 1,

publicadv^ en el D O, N'!29 lomo N" 432 , en Cimcepto de multa por la comisión de Li

infracción regulada en el articulo 43 letra ñ) de ¡o ! Pl2 por reab/ar una pnanoclon en el

la



establecimiento, "Padrino 's Fizza", la cual no se ajustaba a los criterios legalmente

establecidos, confonne al análisis expuesto en el romano VI de la presente resolución y con

fundamento en las disposiciones le ak^ precitadas.

l.,a multa anterior debe hacerse efi a va la Dirección General de Tesorería del Ministerio de

Hacienda, dentro de los diez días hábiles slgaientes- al de ia motificación de esta resoludón,

debiendo comprobar a este Tribunal su cumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrariOj

la Secretaría de este Tribunal certificará la prevsente resolución para ser remitida a la

Fiscalía General de !a Repáblica para su ejecución forzosa.

b) Hágase del conocimiento de los intervinientes, en cumplimiento al artículo 104 de la l.,PA, que

la presente resolución alser emitida en un procedimiento simplificado, no admite recurso de

reconsideración, de conformidad, con lo expuesto en el articüio 158 N" 5 de la [...FA. ,

c) Xontlquese a los sujetos ifitervunciues. Para los cicctus de este iiterdl, í)>'dcn.t"<e a itiStiram u:

(te este TrihimaL realizar las notif¡,caGÍortes en los medios electrónicos, o en su delecto en los

medios tísicos que se cncuciirrcn señalados en el expediente administratívo.

i

'  asv' -

. 11:1 v'
.. ' i! , . , ,

José 1 coisick ("astro .? T^lo ,l,qsé*2elayk Vfeiendez jímiu, a¡i<,is Ranuie/i
Presideiuc ^ .'Írimecí vocal . . Segundo voqál

PRO.N UNCI ADA POR LOS .JiÍEMBIlOS DEL TRÍBLAAl SANC.'IOMaDOR DE l.A
DEFl: VSORÍ.A DFJ rOASlAllDOR Qi-FM A SrSGRlBFA.

,  , . , . . , EV/!vfP

.lian L-arlos

Secreti ribimal Sancicniador
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